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1. ANTECEDENTES: LA TRIBUTACIÓN MÍNIMA EN EL CONTEXTO DE LA 

OCDE 

El contexto internacional al que nos enfrentamos en la actualidad deriva, en 
parte, de aquello que se dejaba entrever por la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE) en una nota sobre los retos fiscales derivados 
de la economía digital publicada el 23 de enero de 20191 y aprobada por el Marco 
Inclusivo OCDE/G20 sobre la erosión de las bases imponibles y deslocalización 
de beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés), en lo sucesivo, Marco Inclusivo 
de la OCDE. En ella, se alude a una reforma internacional estructurada con base 
en dos pilares. El Pilar I tiene por objeto una redistribución de la potestad 
tributaria en supuestos afectados por la digitalización de la economía. Por su 
parte, el objetivo del Pilar II consiste en eliminar la competencia fiscal entre 
jurisdicciones al exigir una tributación mínima por jurisdicción de, al menos, el 15 
por ciento en términos efectivos. 

Con posterioridad, el Marco Inclusivo de la OCDE publicó el 8 de octubre de 2021 
una declaración en la que se ponía de manifiesto el acuerdo de 139 
jurisdicciones sobre la solución basada en dos pilares para abordar los desafíos 
fiscales derivados de la digitalización de la economía2. 

Respecto al Pilar II, muchos de sus elementos esenciales se anticipaban en 
dicha declaración. En primer lugar, se adelantaba el funcionamiento de las 
también denominadas reglas GloBE3 a través de dos reglas, interconectadas y 
complementarias entre sí: la regla de inclusión de rentas o income inclusión rule 
(IIR, por sus siglas en inglés) y la regla de beneficios insuficientemente gravados 
o undertaxed payment rule (UTPR, por sus siglas en inglés). Asimismo, se 
manifestaba que el acuerdo no implicaba la obligación de implementar las reglas 
pero que, en caso de hacerlo, los miembros se comprometerían a hacerlo en los 
términos acordados. Por otro lado, se anunciaba que los sujetos a la aplicación 
de las reglas eran los grupos multinacionales que cumplieran un determinado 
umbral de negocios, fijado en 750 millones de euros, coincidente con la cifra 
exigida en el informe país por país4. Adicionalmente, entre otras cuestiones, se 

 
1 Véase OECD (2019). 
2 Véase OECD (2021). Statement on a Two-Pillar Solution to Address the Tax Challenges Arising from the 

Digitalisation of the Economy. 
3 Equivalente a las siglas de Global Anti-Base Erosion Model Rules. 
4 Véase OCDE (2017). 
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adelantaba el mecanismo de cálculo del tipo efectivo de gravamen, el futuro 
desarrollo de puertos seguros y se fijaba la tributación mínima global exigida en 
un tipo efectivo mínimo del 15 por ciento.  

El 20 de diciembre de 2021 se publicó el documento titulado como “Desafíos 
fiscales derivados de la digitalización de la economía-Normas modelo contra la 
erosión de la base imponible (Pilar Dos)”, aprobado por el Marco Inclusivo de la 
OCDE (en lo sucesivo, Normas modelo de la OCDE)5. Estas reglas constituyen 
un modelo de legislación para aquellos países que decidan adoptarlas, formadas 
por 10 extensos artículos en los que se regulan qué grupos están sujetos a las 
reglas, cómo debe calcularse la tributación efectiva de los grupos en cada una 
de las jurisdicciones en las que operen, cómo exigir ese defecto de tributación, 
así como ciertas reglas especiales.  

Desde su publicación, las Normas modelo de la OCDE no han sido modificadas. 
Sin perjuicio de lo anterior, forman parte de un extenso paquete de documentos 
integrado por los comentarios a las Normas modelo, guías administrativas y otros 
documentos, como ejemplos6. A través de dichos documentos, se interpretan y 
desarrollan las Normas modelo, ya sea extendiendo el ámbito de aplicación de 
determinados supuestos o clarificando su contenido. Esta circunstancia supone 
enfrentarse a un contexto internacional y dinámico sin precedentes que puede 
provocar problemas a aquellas jurisdicciones, como la española, que apliquen 
un riguroso principio de reserva de ley en materia tributaria.  

El funcionamiento de las Normas modelo se basa en asegurar una tributación 
efectiva del 15 por ciento en cada una de las jurisdicciones en las que operen los 
grupos sujetos a las mismas. El cálculo del tipo efectivo de gravamen resulta del 
cociente de los impuestos cubiertos ajustados entre las ganancias admisibles 
netas, en ambos casos, en términos jurisdiccionales. Así, en aquellos casos en 
los que el tipo de gravamen efectivo sea inferior al 15 por ciento, se deberá 
recaudar un impuesto denominado impuesto complementario o top-up tax, cuyo 
importe permite que la jurisdicción alcance la tributación mínima exigida del 15 
por ciento.  

Respecto a la metodología para exigir ese impuesto complementario, se 
introducen dos reglas interconectadas y complementarias entre sí. La regla 
principal, denominada regla de inclusión de rentas o IIR, consiste en atribuir la 
exacción del impuesto a las jurisdicciones en las que radiquen las entidades 
matrices que participan en la entidad constitutiva de baja tributación. 
Subsidiariamente a la anterior, se configura la regla de beneficios 
insuficientemente gravados o UTPR. Así, en aquellos supuestos en los que 
proceda la aplicación de la regla subsidiaria, la recaudación del impuesto 
complementario se deberá realizar por el resto de las jurisdicciones en el que 
radiquen entidades constitutivas, siempre que hayan adoptado tal regla.  

 
5  Véase OECD (2021). Tax Challenges Arising from Digitalisation of the Economy – Global Anti-Base 

Erosion Model Rules (Pillar Two): Inclusive Framework on BEPS, OECD/G20 Base Erosion and Profit 

Shifting Project. 
6 En la actualidad, además de las Normas modelo de la OCDE, en la página web de la OCDE se encuentran 

publicados los Comentarios a las Normas modelo de la OCDE en su versión original (2022) y en sus 

versiones consolidadas (2023 y 2025); Guías Administrativas (enero 2025, junio 2024, diciembre 2023, 

julio 2023, febrero 2023); el listado de jurisdicciones que han sido calificadas como admisibles 

transitoriamente, documentos relativos a la declaración informativa GloBE, un documento con ejemplos 

ilustrativos y un Manual de Implementación, entre otros.  
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Por último, en aras de respetar la soberanía de las jurisdicciones, se permite que 
estas implementen un impuesto doméstico, calificado como impuesto 
complementario nacional admisible o qualified domestic mínimum top-up tax 
(QDMTT, por sus siglas en inglés), mediante el cual exijan el defecto de 
tributación surgido en su propio territorio, evitando así que la recaudación sea 
desplazada a otras jurisdicciones, al menos parcialmente, por aplicación de la 
regla de inclusión de rentas o de beneficios insuficientemente gravados, según 
corresponda.  
 
2. LA TRIBUTACIÓN MÍNIMA EN LA UNIÓN EUROPEA: LA DIRECTIVA 

2022/2523, SOBRE LA TRIBUTACIÓN MÍNIMA 

En la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo sobre 
La fiscalidad de las empresas para el siglo XXI7, la Comisión Europea no sólo 

anunciaba la necesidad de garantizar una tributación efectiva, sino también su 
predisposición y participación en los desarrollos realizados en la OCDE sobre la 
solución basada en los dos pilares. En relación con el segundo pilar incluso, 
avanzaba, que su incorporación al Derecho de la Unión Europea se realizará 
mediante la adopción de una Directiva.  

Por su parte, el Consejo, en su informe al Consejo Europeo sobre cuestiones 
fiscales aprobado el 7 de diciembre de 20218, manifestó que se garantizaría la 

aplicación del acuerdo sobre la tributación mínima global en la Unión Europea 
mediante la presentación de una propuesta legislativa, prevista con anterioridad 
a la finalización del año 2021.  

La propuesta de Directiva sobre el establecimiento de un nivel mínimo global de 
imposición para los grupos multinacionales en la Unión9 fue presentada el 22 de 

diciembre de 2021, justificada en la necesidad de garantizar una aplicación 
coordinada del acuerdo internacional alcanzado en el ámbito de la OCDE y el 
G20, así como asegurar que su contenido sea compatible y respete el Derecho 
de la Unión Europea. Un año más tarde, el 22 de diciembre de 2022, la Directiva 
(UE) 2022/2523 del Consejo de 15 de diciembre de 2022 relativa a la garantía 
de un nivel mínimo global de imposición para los grupos de empresas 
multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud en la Unión (en 
adelante, la Directiva) fue publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea.  

Es conveniente contextualizar en qué punto se encontraban los trabajos 
internacionales en el momento de la aprobación de la Directiva. Al respecto, los 
grupos de trabajo en la OCDE estaban inmersos en el desarrollo de las Normas 
modelo, en concreto, en la elaboración de los Comentarios a las Normas modelo 
de la OCDE que finalmente fueron publicados el 14 de marzo de 2022 en su 
primera edición10. Por lo tanto, en diciembre de 2022 no había otro documento 

de base, que no fueran las Normas modelo, publicado y acordado por los 
miembros del Marco inclusivo de la OCDE, razón que justifica que la Directiva 
fuera un reflejo de las Normas modelo, con las consiguientes adaptaciones 

 
7 Véase Comisión (2021). 
8 Véase Consejo de la Unión Europea (2021).  
9 Véase Propuesta de DIRECTIVA DEL CONSEJO sobre el establecimiento de un nivel mínimo global de 

imposición para los grupos multinacionales en la Unión (2021).  
10 Véase OECD (2022). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Commentary to 

the GlobalAnti-Base Erosion Model Rules (Pillar Two), First Edition: Inclusive Framework on BEPS. 
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necesarias para el cumplimiento del Derecho comunitario, tal como señala el 
considerando 6 de la Directiva. 

Estas circunstancias justifican que la Directiva no sea ajena a estas cuestiones, 
en concreto, a la importancia de los trabajos futuros que se desarrollen en la 
OCDE y que podrían influir en la aplicación de la Directiva por los Estados 
miembros. Por esta razón, en sus considerandos11 alude a la utilidad de los 

documentos futuros de la OCDE para aplicar la Directiva, así como a la 
posibilidad de incorporarlas en el ordenamiento interno de los Estados 
miembros. En concreto, en su considerando 24, exige que la aplicación de la 
Directiva vaya acompañada de la utilización de las Normas modelo de la OCDE, 
así como comentarios, explicaciones y ejemplos emitidos por el Marco Inclusivo 
de la OCDE/G20 sobre BEPS. Específicamente, en la interpretación de los 
impuestos cubiertos se debe acudir a los desarrollos u orientaciones de la OCDE 
a fin de garantizar una aplicación coordinada entre todas las jurisdicciones 
implicadas12.   

El ámbito subjetivo de aplicación de la Directiva, por un lado, es coincidente con 
el previsto en la Normas modelo fijando como destinatarios a aquellos grupos 
multinacionales (esto es, los que tienen presencia en, al menos, dos 
jurisdicciones) cuyos ingresos consolidados anuales sean, como mínimo de 750 
millones de euros, incluyendo el de aquellas entidades que tengan la 
consideración de entidades excluidas13.  

Adicionalmente a lo previsto por la OCDE, la Directiva extiende su aplicación 
aquellos grupos con presencia únicamente en un Estado miembro a los que se 
denomina como grupos nacionales de gran magnitud. Esta decisión se justifica 
en la necesidad de respetar el Derecho comunitario, en concreto, el principio de 
libertad de establecimiento14, tal como señala el considerando 6 de la 

Directiva15.   

El hecho de incluir a los grupos puramente domésticos en el ámbito de aplicación 
de la Directiva y, por ende, en la normativa interna derivada de la transposición 
que realicen los Estados miembros, no determina su incompatibilidad con las 
Normas modelo de la OCDE. Al contrario, no sólo constituye un régimen de 
aplicación más estricto que el de la OCDE, sino que los propios Comentarios de 
la OCDE asumen que haya jurisdicciones que deban aplicar las mismas reglas 
a los grupos nacionales que radiquen en su territorio para así evitar supuestos 
de discriminación que pueden estar prohibidos por su derecho interno16.  

 
11 Considerandos 12, 22 y 24 de la Directiva 2022/2523. 
12 Véase considerando 12 de la Directiva 2022/2523. 
13 En términos idénticos a lo previsto por la OCDE. Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the 

Digitalisation of the Economy – Consolidated Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules 

(2025): Inclusive Framework on BEPS, página 21, párrafo 12.  
14 Véase capítulo 2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, Derecho de Establecimiento, 

artículos 49 a 55, ambos inclusive.  
15 “(…) A fin de garantizar la compatibilidad con el Derecho primario de la Unión, y en particular con el 

principio de libertad de establecimiento, las disposiciones de la presente Directiva deben aplicarse tanto a 

las entidades residentes en un Estado miembro como a las entidades no residentes de una entidad matriz 

ubicada en ese Estado miembro. La presente Directiva también debe aplicarse a grupos exclusivamente 

nacionales de gran magnitud.”. 
16 Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Consolidated 

Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules (2025): Inclusive Framework on BEPS, página 

38, párrafo 24.  
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Respecto a los mecanismos fijados en la Directiva para exigir el impuesto 
complementario, tal como hace la OCDE, se establecen dos reglas 
complementarias e interconectadas entre sí: la regla de inclusión de rentas y la 
regla de beneficios insuficientemente gravados.  

La obligación de aplicar la regla de inclusión de rentas le corresponde a aquella 
entidad constitutiva, situada en la Unión Europea, que tenga la consideración de 
entidad matriz, esto es, una entidad matriz última, una entidad matriz intermedia 
o una entidad matriz parcialmente participada en la Unión.  

Así, la entidad matriz última que radique en la Unión deberá aplicar la regla de 
inclusión de rentas respecto de las entidades constitutivas localizadas en otras 
jurisdicciones de nivel impositivo bajo o sin residencia, o a aquellas entidades 
constitutivas que radiquen en el mismo Estado miembro de la entidad matriz 
última, cuando éste sea considerado una jurisdicción de baja tributación.  

Por su parte, una entidad matriz intermedia en un Estado miembro deberá aplicar 
la regla, cuando la entidad matriz última sea una entidad excluida o radique en 
una jurisdicción que no aplique una regla de inclusión de rentas, a las entidades 
constitutivas sin residencia o que estén situadas en una jurisdicción de nivel 
impositivo bajo, así como a las que radiquen en su misma jurisdicción cuando 
sea considerada de nivel impositivo bajo. Se exceptúa de esta obligación a 
aquella entidad matriz intermedia cuando otra entidad matriz intermedia, que 
ostente una participación de control, directa o indirecta, sobre ella radique en una 
jurisdicción que aplique una regla de inclusión de rentas.  

Por último, una entidad matriz parcialmente participada en la Unión Europea 
tiene la obligación de aplicar la regla de inclusión de rentas a sus participadas 
siempre que sean entidades constitutivas localizadas en otras jurisdicciones de 
nivel impositivo bajo o sin residencia, o a aquellas entidades constitutivas, 
incluyendo a la propia entidad matriz parcialmente participada, que radiquen en 
el mismo Estado miembro de la entidad matriz última, cuando éste sea 
considerado una jurisdicción de baja tributación.  

La configuración de la regla de inclusión de rentas exige que sea aplicada por 
aquellas entidades que posean una participación, tanto directa como indirecta, 
en entidades constitutivas que sean consideradas de baja tributación, medida en 
términos jurisdiccionales. Respecto a la aplicación de la regla de inclusión de 
rentas a jurisdicciones distintas de la de la entidad matriz, ni el diseño de la regla 
ni los supuestos de su devengo para cada una de las entidades matrices, difieren 
de lo previsto en las Normas modelo de la OCDE. No obstante, la Directiva 
adicionalmente exige que la regla de inclusión de rentas se aplique internamente, 
es decir, tanto a la entidad matriz como a sus entidades constitutivas participadas 
en el mismo Estado miembro. Esta decisión se justifica en la necesidad de evitar 
supuestos de discriminación entre distintas entidades. Este presupuesto de 
aplicación, sin embargo, en las normas de la OCDE se configura como opcional.  

Asimismo, las normas prevén una regla complementaria a la regla de inclusión 
de rentas, subsidiaria a la anterior, que deberá ser aplicada en aquellos casos 
en los que la regla principal (la regla de inclusión de rentas) no consiga su 
objetivo, ya sea total o parcialmente. A diferencia de la regla anterior, las 
entidades obligadas a aplicar la regla de beneficios insuficientemente gravados 
no son únicamente aquellas que tienen la consideración de entidad matriz, sino 
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todas las entidades constitutivas siempre que radiquen en una jurisdicción que 
haya adoptado esta regla secundaria.  

La regla de beneficios insuficientemente gravados debe dar lugar a una cuota 
tributaria adicional, denominada additional cash expense, pudiendo conseguir 
dicho resultado en forma de impuesto adicional o vía denegación de un gasto 
cuyo importe, en términos de cuota, sea idéntico al importe del impuesto 
complementario que corresponda.   

En suma, la aplicación de la regla de inclusión de rentas supone un traslado de 
la potestad para gravar a las entidades constitutivas situadas en jurisdicciones 
de baja tributación hacia las jurisdicciones en las que radican las entidades 
matrices. Partiendo de lo anterior y sin olvidar que el objetivo consiste en 
asegurar que los grupos tributen en cada jurisdicción, al menos, a un nivel 
impositivo efectivo mínimo fijado en un 15 por ciento, se permite a las 
jurisdicciones que apliquen un impuesto doméstico que, cumpliendo ciertos 
requisitos, permita alcanzar esa tributación mínima exigida. De esta forma, la 
recaudación del impuesto complementario no se desplazaría, o al menos no en 
su totalidad, a las jurisdicciones de las matrices, sino que se atribuiría a la propia 
jurisdicción en la que se genera. Este impuesto doméstico es lo que las Normas 
modelo denominan impuesto complementario nacional admisible o QDMTT, por 
sus siglas en inglés. 

La Directiva sigue la misma filosofía que la OCDE y en su artículo 11 faculta a 
los Estados miembros para optar por aplicar un impuesto complementario 
nacional admisible a las entidades constitutivas del grupo que radiquen en su 
territorio. El resultado es que este impuesto reduce la cuota del impuesto 
complementario que tendría que recaudarse por una entidad matriz, aplicando la 
regla de inclusión de rentas, en el importe del impuesto complementario nacional 
admisible de la entidad constitutiva participada. Así, en términos de cuota, el 
importe del impuesto derivado de la aplicación de una regla de inclusión de 
rentas resulta equivalente al de un impuesto complementario nacional admisible. 
Esta circunstancia puede suponer que no exista ningún importe restante a 
recaudar por la regla de inclusión de rentas cuando sus importes sean 
coincidentes, a pesar de que el impuesto doméstico admisible no haya sido 
calificado como un puerto seguro.  

Una de las cuestiones a considerar es que el hecho de garantizar una tributación 
efectiva mínima de los grupos en cada una de las jurisdicciones en las que 
operen no debería suponer que las reglas no puedan ser flexibilizadas en 
aquellas situaciones en las que se estime que el riesgo fiscal es inexistente o, al 
menos, muy reducido. En este contexto encontramos lo que las normas 
denominan puertos seguros, configurados como un conjunto de circunstancias 
prefijadas que, al cumplirse, suponen que el impuesto complementario sea cero 
sin necesidad de realizar los cálculos exigidos con carácter general en las reglas. 

No debemos olvidar que en el momento en el que la Directiva fue aprobada la 
OCDE todavía no había acordado ningún puerto seguro, ya que fue una de las 
cuestiones que no se regularon propiamente en las Normas modelo de la OCDE, 
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sino que se aplazaron a un momento posterior17. Esta circunstancia justifica el 
diseño del artículo 32 de la Directiva, puertos seguros, el cual posibilita la 
aplicación de los puertos seguros que, en el futuro puedan aprobarse, mediante 
una fórmula de redacción abierta aludiendo a aquellos “que cumplan las 
condiciones de un acuerdo de puertos seguros admisibles”. Así, se garantiza que 
los Estados miembros tengan posibilidad de aplicar, por ejemplo, un puerto 
seguro acordado en el seno de los grupos de la OCDE y que el mismo sea 
compatible y no vulnere lo previsto en la Directiva. 

La Directiva sí que regula un puerto seguro en su propio articulado, en concreto, 
en el segundo párrafo de su artículo 11.2 para aquel impuesto complementario 
nacional admisible que cumpla ciertos requisitos. La condición reside en que el 
impuesto complementario nacional debe calcularse o bien atendiendo a la norma 
de contabilidad financiera aceptable de la entidad matriz última o con normas 
internacionales de información financiera. En este caso, directamente se 
considera que la jurisdicción alcanza la tributación mínima exigida sin necesidad 
de calcular el importe del impuesto complementario que corresponda y 
minorándolo el importe del impuesto complementario nacional admisible, lo que 
supone una simplificación y reducción de los costes de cumplimiento 
considerable para los contribuyentes.   

Por otro lado, la Directiva no establece un régimen sancionador específico, sino 
que únicamente insta a los Estados miembros a aplicar sanciones a los 
incumplimientos de sus normativas nacionales de transposición, debiendo ser 
proporcionales, disuasorias y efectivas18.  

Uno de los elementos clave en el funcionamiento y aplicación de la tributación 
mínima global es la información, razón que justifica que en su diseño se haya 
tratado de buscar una solución intermedia entre la necesidad de que las 
administraciones tributarias tengan acceso a la información necesaria para 
garantizar una correcta aplicación de las normas y que el suministro de dicha 
información no suponga unos costes de cumplimiento excesivos para los grupos 
afectados19.  

El suministro de la información se materializa en la obligación de presentar una 
declaración informativa, regulada en el artículo 44 de la Directiva. Al contrario de 
lo que sucede en el informe país por país20, la obligación se impone a cada una 

 
17 Véase OECD (2021). Tax Challenges Arising from Digitalisation of the Economy – Global Anti-

Base Erosion Model Rules (Pillar Two): Inclusive Framework on BEPS, OECD/G20 Base 

Erosion and Profit Shifting Project, artículo 8.2. 
18 Artículo 46 de la Directiva 2022/2523: “Los Estados miembros establecerán las normas sobre sanciones 

aplicables en caso de infracción de las disposiciones nacionales adoptadas en virtud de la presente 

Directiva, incluidas las relativas a la obligación de una entidad constitutiva de declarar y pagar su parte 

del impuesto complementario o de tener un gasto tributario adicional, y adoptarán todas las medidas 

necesarias para asegurar su aplicación efectiva. Tales sanciones serán efectivas, proporcionadas y 

disuasorias”. 
19 Véase OCDE (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – GloBE 

Information Return, página 4, párrafo 1.  
20 La comunicación de la información relativa al informe país por país sólo se exige a las entidades 

constitutivas residentes en un Estado miembro en aquellos casos en los que la entidad matriz última del 

grupo multinacional no esté obligada a la presentación del informe en su jurisdicción o, estándolo, no la 

presente por “omisión sistemática” o dicha jurisdicción no cuente con un acuerdo internacional del que sea 

parte la entidad constitutiva residente en el Estado miembro, atendiendo a lo dispuesto en el apartado 1 de 

la Sección II, requisitos generales en materia de comunicación de la información, Anexo III de la Directiva 
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de las entidades constitutivas del grupo21, dispensándolas de dicha obligación 

cuando la entidad matriz última o la entidad declarante designada por el grupo 
radiquen en una jurisdicción que tenga un acuerdo de intercambio automático de 
la información con la jurisdicción de la entidad constitutiva22.  

Así, el artículo 44 de la Directiva regula tanto la obligación de presentar la 
declaración informativa como el contenido básico que ésta debe incluir. En 
particular, el considerando 22 de la Directiva alude a utilidad de los trabajos 
futuros que se desarrollen por parte de la OCDE en esta materia a la hora de 
aplicar o interpretar el propio artículo 4423. 

Una de las cuestiones a tener en cuenta es que gran parte de la información 
exigida implica que los grupos tengan que reportar información en magnitudes 
hasta ahora inexistentes, principalmente por el hecho de que el punto de partida 
para la determinación de las ganancias o pérdidas admisibles de cada entidad 
constitutiva, con carácter general, es su resultado contable individual 
homogeneizado a los estándares contables aceptables o autorizados utilizados 
en la preparación de los estados financieros consolidados de la entidad matriz 
última24.  

Sin perjuicio de que la Directiva 2022/2523 regule los elementos básicos de la 
declaración informativa, el 6 de mayo de 2025 se publicó en el DOUE la Directiva 
(UE) 2025/872 del Consejo, de 14 de abril de 2025, por la que se modifica la 
Directiva 2022/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la 
fiscalidad25. La Directiva 2025/872 desarrolla el contenido de la declaración 

informativa, tanto la forma de su presentación como el intercambio de 
información entre los Estados miembros, debiendo ser transpuesta, como 
máximo, el 31 de diciembre de 2025. 

El artículo 49 regula dos supuestos en los que, aun habiendo un nivel impositivo 
bajo, el importe del impuesto complementario que correspondería, ya sea por 
aplicación de la regla de inclusión de rentas o por la de beneficios 
insuficientemente gravados, será cero.  

Respecto a la regla de inclusión de rentas, se prevé que el impuesto 
complementario sea nulo durante los cinco primeros años en los que el grupo 
multinacional inicie su fase inicial de actividad internacional26 y durante el mismo 

 
(UE) 2016/881 del Consejo, de 25 de mayo de 2016, que modifica la Directiva 2011/16/UE en lo que 

respecta al intercambio automático obligatorio de información en el ámbito de la fiscalidad. 
21  En el supuesto de que haya varias entidades constitutivas del mismo grupo en el mismo Estado miembro 

se permite que una de ellas, la entidad local designada, pueda presentar la declaración informativa por 

cuenta del resto de entidades radicadas en el mismo Estado miembro, de conformidad con lo previsto en el 

apartado 2 del artículo 44 de la Directiva 2022/2523.  
22 Véase artículo 44.3 de la Directiva 2022/2523.  
23 Véase considerando 22 de la Directiva 2022/2523: “(…) La elaboración de más orientaciones en el 

marco para la aplicación de las reglas GloBE de la OCDE será útil como fuente de ilustración o 

interpretación a este respecto, y los Estados miembros podrían optar por incorporar tales orientaciones a 

su Derecho nacional”. 
24 Véase artículo 15.1 de la Directiva 2022/2523. 
25 Véase Directiva (UE) 2025/872 del Consejo, de 14 de abril de 2025, por la que se modifica la Directiva 

2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad. 
26 De conformidad con lo previsto en el apartado 3 del artículo 49 de la Directiva, se considera que un grupo 

se encuentra en su fase inicial de internacionalización cuando tiene, como máximo, entidades constitutivas 

en seis jurisdicciones y cuando la suma del valor neto contable de los activos materiales de las entidades 
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periodo temporal a partir del primer día del periodo impositivo del grupo nacional 
de gran magnitud correspondiente a la primera vez que entra en el ámbito de 
aplicación de la Directiva. El hecho de que en estos casos el impuesto 
complementario de los grupos domésticos pueda ser cero determina no sólo la 
renuncia a la recaudación por el Estado miembros en el que el grupo radica, sino 
también que, al no tener presencia internacional, no habrá ninguna otra 
jurisdicción que pueda exigir dicho impuesto complementario. 

Tratándose de grupos multinacionales, conviene precisar que sólo se reduce a 
cero la parte del impuesto complementario que derive de la aplicación de una 
regla de inclusión de rentas interna27, ya sea la que aplica la entidad matriz 

última respecto de las entidades constitutivas radicadas en la misma jurisdicción 
o, cuando aquella no aplique la regla o esté excluida, la parte correspondiente a 
la entidad matriz intermedia a las entidades constitutivas en su misma 
jurisdicción. Así, se mantiene la exigencia de aplicar la regla de inclusión de 
rentas, en su caso, a las entidades constitutivas de baja tributación en las que 
participe que estén situadas en otras jurisdicciones.  

En los grupos multinacionales, al contrario de lo que sucede en los grupos 
domésticos, el hecho de diferir la regla de inclusión de rentas podría generar 
impuesto complementario que debe ser recaudado por aplicación de una regla 
de beneficios insuficientemente gravados. Por esta razón, el apartado 2 del 
artículo 49 también reduce a cero el impuesto complementario de la regla de 
beneficios insuficientemente gravados que haya sido atribuido a una entidad 
constitutiva de un Estado miembro cuando la entidad matriz última radique fuera 
de la Unión Europea.  

Por otro lado, la Directiva prevé la posibilidad en su artículo 50 de que aquellos 
Estados miembros que cumplan ciertos requisitos puedan diferir la aplicación de 
la regla de inclusión de rentas y la regla de beneficios insuficientemente gravados 
en su territorio, durante los seis periodos impositivos iniciados a partir de 31 de 
diciembre de 2023.  

El hecho de que el Estado miembro opte por aplicar lo previsto en el artículo 50 
de la Directiva para diferir la regla de beneficios insuficientemente gravados 
supone que esa jurisdicción no será destinataria del importe del impuesto 
complementario del grupo que corresponda distribuir en aplicación de dicha 
regla. Sin perjuicio de lo anterior, si el Estado miembro que opte por aplicar el 
artículo 50 de la Directiva tiene un nivel impositivo bajo, los demás Estados 
miembros deberán recaudar el impuesto complementario de dicho Estado 
mediante la regla de beneficios insuficientemente gravados.  

En definitiva, la opción por retrasar la aplicación de la regla secundaria no implica 
que el Estado miembro no genere impuesto complementario que deba ser 
recaudado en virtud de la citada regla, sino únicamente que no recauda lo que 
le correspondería de otras jurisdicciones por norma general. 

El ejercicio de esta opción sólo es posible para aquellos Estados miembros que 
tengan, como máximo, doce entidades matriz últimas de los grupos 

 
constitutivas del grupo, exceptuando el de aquellas radicadas en la jurisdicción de referencia según el 

artículo 49.3, no supere los 50 millones de euros. 
27 El artículo 49.3 de la Directiva sólo prevé que se reduzca a cero el impuesto complementario derivado 

de la regla de inclusión de rentas en los supuestos previstos en los artículos 5.2 y 7.2 de la Directiva.  
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comprendidos en el ámbito subjetivo de la Directiva ubicadas en su territorio, 
debiendo comunicar esta opción a la Comisión, como máximo, el 31 de diciembre 
de 202328.  

Por último, el artículo 56 fija el plazo máximo en el que los Estados miembros 
deben trasponer la Directiva en su ordenamiento jurídico, siendo este el 31 de 
diciembre de 2023. Respecto a su aplicación, con carácter general resultará de 
aplicación a los periodos impositivos que se inicien a partir de 2023, salvo en el 
caso de las disposiciones relativas a la regla de beneficios insuficientemente 
gravados, sobre la que se produce una demora de un año adicional, a partir del 
31 de diciembre de 2024.  
 
3. LA LEY 7/2024, DEL IMPUESTO COMPLEMENTARIO 
3.1 DISEÑO, ESTRUCTURA Y TRAMITACIÓN DE LA LEY 7/2024 

La primera cuestión es si, como jurisdicción, podríamos no haber incorporado las 
normas de la tributación mínima a nuestro ordenamiento jurídico. Al respecto, las 
Normas modelo de la OCDE no tienen carácter vinculante y el acuerdo 
alcanzado no se ciñe a la obligación de incorporarlas en el derecho interno de 
cada Estado, sino que, de decidir hacerlo, se deberá seguir la estructura y el 
contenido de lo acordado internacionalmente29. Por otro lado, en el ámbito 

europeo, el instrumento utilizado para la adopción de la tributación mínima en la 
Unión Europea fue el de la directiva, lo que determina la obligación de 
trasposición, dejando libertad a los Estados miembros para elijan el instrumento 
adecuado para ello30. 

El impuesto mínimo global impone una obligación personal de satisfacer el 
defecto de tributación, entendido como aquella situación en la que la tributación 
efectiva, medida en términos jurisdiccionales y con un cálculo determinado, es 
inferior al 15 por ciento, generado por las entidades constitutivas de un grupo 
multinacional, o un grupo nacional de gran magnitud en el caso de la Unión 
Europea.  

Sentado lo anterior y atendiendo al principio de reserva de ley consagrado en 
nuestro ordenamiento jurídico31, el instrumento elegido para la trasposición de 

la Directiva no podía ser otro que una norma con rango de ley.  

La segunda alternativa en la transposición podría haber sido incluir la tributación 
mínima en otra figura impositiva existente32 o configurarla como un impuesto 

autónomo. La especialidad del impuesto complementario, unido a su marcado 
carácter internacional y al hecho de que constituye una figura impositiva 
totalmente novedosa, determinaron su adopción en forma de un nuevo impuesto, 
totalmente al margen del Impuesto sobre Sociedades.  

 
28 Véase Comisión (2023), según la cual, los Estados miembros que habían notificado a la Comisión que 

ejercían la opción prevista en el artículo 50 de la Directiva, a 12 de diciembre de 2023, son Eslovaquia, 

Estonia, Letonia, Lituania y Malta.  
29 Véase OECD (2021). Statement on a Two-Pillar Solution to Address the Tax Challenges Arising from the 

Digitalisation of the Economy. 
30 Véase artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.  
31 Véase artículos 31.3 y 133 de la Constitución Española de 1978. 
32 Así, el considerando 20 de la Directiva señala que: “(…)  Sin embargo, el diseño de la regla de inclusión 

de rentas y la regla de beneficios insuficientemente gravados como impuestos complementarios no impide 

que una jurisdicción aplique estas reglas en el marco del régimen del impuesto sobre la renta de sociedades 

establecido en su Derecho nacional.” 
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La tramitación de la futura ley del Impuesto Complementario comenzó el 6 de 
marzo de 2023 con la apertura del trámite de consulta pública del Anteproyecto 
de ley. Posteriormente, el 20 de diciembre de 2023 el Anteproyecto fue sometido 
al trámite de audiencia pública durante 20 días hábiles. En este punto se puede 
observar que sólo a 11 días de la finalización del plazo máximo para transponer 
la Directiva 2022/2523 el Anteproyecto todavía se encontraba en uno de sus 
trámites iniciales previos a su aprobación. Esta circunstancia propició que la 
tramitación del referido Anteproyecto de Ley se realizase mediante el 
procedimiento de urgencia33, tratando así de acelerar al máximo su aprobación.  

Una vez obtenidos los preceptivos informes, se dio traslado al Consejo de 
Ministros del Proyecto de Ley para su aprobación, produciéndose el 4 de junio 
de 2024, y su posterior remisión al Congreso de los Diputados. En este último 
órgano, tras una fase de enmiendas, el Proyecto de Ley fue aprobado el 21 de 
noviembre de 2024 remitiéndose al Senado como paso previo a su aprobación.  

Consecuencia de lo anterior, el 21 de diciembre de 2024 se publicaba en el 
Boletín Oficial del Estado, la Ley 7/2024, de 20 de diciembre, por la que se 
establecen un Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global 
de imposición para los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran 
magnitud, un Impuesto sobre el margen de intereses y comisiones de 
determinadas entidades financieras y un Impuesto sobre los líquidos para 
cigarrillos electrónicos y otros productos relacionados con el tabaco, y se 
modifican otras normas tributarias (en adelante,  Ley 7/2024 o Ley del Impuesto 
Complementario). 

Por último y al margen del incumplimiento del deber de trasponer en plazo, el 
hecho de que la aprobación de la Ley 7/2024 se produjese casi con un retraso 
de un año, no da lugar a divergencias en la aplicación del impuesto 
complementario en España respecto a la que corresponda en otros Estados 
miembros o en terceras jurisdicciones. Así, la Ley 7/2024 produce efectos para 
los mismos periodos impositivos que los fijados tanto en la OCDE como en la 
Unión Europea, es decir, aquellos que se inicien a partir de 31 de diciembre de 
2023, salvo en el caso de la aplicación de la regla de beneficios insuficientemente 
gravados, la cual se pospone a aquellos periodos impositivos se inicien a partir 
de 31 de diciembre de 2024, tal como señala su disposición final vigésima 
segunda.  

La entrada en vigor de la Ley entraña cierta retroactividad, al haber sido 
aprobada el 20 de diciembre de 2024 y producir efectos, con carácter general, 
para los periodos impositivos iniciados a partir de 2023. No obstante, esta 
retroactividad es mínima al adoptarse en el mismo periodo en el que se aplicará 
por primera vez. Asimismo, su contenido deriva tanto de las Normas modelo de 
la OCDE como de la Directiva 2022/2523, lo que permite a los contribuyentes 
que, especialmente en el caso de la Directiva al resultar obligatoria, conozcan el 
contenido básico que tendrá la Ley con anterioridad a su aprobación y así, que 
su retroactividad limitada no suponga una vulneración de la seguridad jurídica. 

La Ley se estructura en cincuenta y cinco artículos agrupados en quince títulos, 
tres disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias y veintidós 

 
33 Véase Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 (1982), artículos 93 y 94 y 

Texto Refundido del Reglamento del Senado aprobado por la Mesa del Senado, oída la Junta de Portavoces, 

en su reunión del día 3 de mayo de 1994, artículo 133. 
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disposiciones finales. Ninguna de las tres disposiciones adicionales se refiere al 
Impuesto Complementario, al contrario que las disposiciones transitorias que se 
refieren al mismo en su totalidad. En relación con las disposiciones finales, 
habría que acudir a las cuatro últimas: décimo novena (incorporación de Derecho 
de la Unión Europea), vigésima (habilitaciones a la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado), vigésima primera (habilitación normativa) y, por último, la 
disposición final vigésima segunda (entrada en vigor).  

3.2 ANÁLISIS DE LA LEY 7/2024 

La técnica legislativa acostumbra a establecer en las leyes reguladoras de un 
impuesto cuál es su naturaleza. Así, el artículo 1 preceptúa que el Impuesto 
Complementario tiene carácter directo y naturaleza personal gravando las rentas 
de los contribuyentes señalados en el artículo 6.1 de la misma Ley, cuando la 
jurisdicción en la que radiquen dichos contribuyentes, denominados entidades 
constitutivas, sea considerada de baja tributación. Al respecto, se adelanta que 
una jurisdicción tendrá la consideración de baja tributación cuando el tipo 
impositivo efectivo de la jurisdicción, calculado según la Ley, sea inferior al 15 
por ciento.  

El Impuesto Complementario es un impuesto directo que grava la obtención de 
rentas de las entidades constitutivas. Por otro lado, también es un impuesto 
personal, ya que este se configura en torno a la consideración de entidades 
constitutivas, aquellas entidades del grupo multinacional o nacional de gran 
magnitud sujetas al impuesto. Sin perjuicio de lo anterior, hay que destacar que 
uno de los elementos que desencadena el devengo del impuesto es que la 
entidad constitutiva tenga la consideración de bajo nivel impositivo, 
determinándose dicha circunstancia, con carácter general, a nivel jurisdiccional 
y no en términos individuales de cada contribuyente. 

En cuanto al objeto del Impuesto, con carácter previo se indica que la técnica 
jurídica empleada en la Ley denomina Impuesto Complementario a aquel que 
deriva de las propias disposiciones de la Ley 7/2024, es decir, el configurado en 
nuestro ordenamiento interno. Por contraposición, se entiende como impuesto 
complementario al que haya sido adoptado en otras jurisdicciones, ya sea en 
virtud de la Directiva 2022/2523 o como consecuencia de la adopción de las 
Normas modelo de la OCDE.  

Partiendo de lo anterior, el Impuesto Complementario, configurado como una 
única figura impositiva, se estructura en tres modalidades: impuesto 
complementario nacional, impuesto complementario primario e impuesto 
complementario secundario.  

El impuesto complementario nacional grava la base imponible de todas las 
entidades constitutivas radicadas en territorio español, que pertenezcan a grupos 
nacionales o multinacionales de gran magnitud, cuando la jurisdicción española 
sea considerada de baja tributación para dicho grupo. 

Por su parte, el impuesto complementario primario es el resultado de aplicar una 
regla de inclusión de rentas y, por eso, estarán sujetas al mismo únicamente las 
entidades matrices que radiquen en territorio español cuando ostenten 
participaciones en entidades constitutivas, situadas en otra jurisdicción, que 
obtengan rentas gravadas a un tipo impositivo bajo en términos jurisdiccionales. 
En este caso, el impuesto complementario primario se determina atendiendo a 
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las rentas de las entidades de baja tributación en proporción al porcentaje de 
participación, directo o indirecto, que la entidad matriz española posea sobre las 
mismas.  

El impuesto complementario secundario grava a las entidades constitutivas 
situadas en territorio español, cuando a dicho territorio se le haya atribuido 
importe del impuesto complementario secundario. Esta circunstancia se produce 
cuando haya entidades constitutivas del grupo cuyo tipo impositivo efectivo 
jurisdiccional sea inferior al 15 por ciento y cuando las participaciones que el 
grupo ostenta en la misma no estén sujetas en su totalidad a una regla de 
inclusión de rentas admisible.  

Otro de los elementos necesarios en la ordenación del tributo es el hecho 
imponible el cual, es definido en términos generales como la obtención de renta 
por las entidades constitutivas con un nivel impositivo bajo, debiendo entender 
también como obtención de renta aquella que sea imputada por aplicación de la 
Ley34.  

Uno de los motivos que podrían justificar que el hecho imponible sea definido en 
términos tan genéricos sería el tratar de cubrir así a cada una de las modalidades 
del Impuesto. Respecto al impuesto complementario nacional, existe una 
identidad entre el contribuyente y el hecho imponible, al ser la propia entidad 
constitutiva contribuyente por esta modalidad la que se considera de baja 
tributación motivando el devengo del hecho imponible. Esta circunstancia no se 
cumple en las otras dos modalidades del impuesto, ya que en el impuesto 
complementario primario el hecho imponible se entiende realizado por tener 
participaciones en una entidad constitutiva situada en otra jurisdicción, de baja 
tributación, que obtiene rentas. Por último, el hecho imponible de los 
contribuyentes del impuesto complementario secundario debe ponerse en 
relación con la obtención de rentas por otras entidades que pertenezcan al 
mismo grupo multinacional que el contribuyente, cuando radiquen en una 
jurisdicción de bajo nivel impositivo y se cumplan los requisitos previstos en la 
Ley, con independencia de que se ostente o no sobre las mismas una 
participación directa o indirecta.  

El artículo 5 de la Ley regula las definiciones aplicables en el Impuesto, aunque 
no de forma exclusiva ya que algunas de ellas al tener una incidencia aislada y 
afectar solo a preceptos concretos se prevén en aquellos a los que resultan de 
aplicación. La técnica empleada a la hora de redactar las definiciones del artículo 
5 ha sido trasponer el contenido de lo previsto en la Directiva35 sin ninguna 

variación respecto de lo acordado internacionalmente. En cuanto a la posibilidad 
de modificar las definiciones previstas, ya sea extendiéndolas o restringiéndolas, 
no es una opción que pudiera plantearse, no sólo porque afectaría a la 
consideración de la legislación española como admisible sino también porque 
podría desencadenar supuestos de doble imposición e inconsistencias, siendo 
esencial que la tributación mínima se aplique de manera coordinada y 
armonizada por todas las jurisdicciones que decidan adoptarla a nivel doméstico. 

 
34 Véase artículo 4 de la Ley. 
35 Sin perjuicio de la introducción en ellas de alguna precisión acordada por el Marco Inclusivo de la OCDE. 

Véase OECD (2023). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy Administrative 

Guidance on the Global Anti-Base Erosion Model Rules (Pillar Two), páginas 21-24, párrafos 1-13. 
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Por otro lado, tampoco se ha optado por incluir en las definiciones su traslación 
equivalente a nuestra normativa doméstica (por ejemplo, en la definición de 
crédito fiscal reembolsable admisible, el hecho de especificar qué deducciones 
internas tienen tal consideración). En este aspecto, parece que la Ley ha tratado 
de mantenerse lo más neutral posible, teniendo en cuenta que no sólo resulta 
aplicable a figuras nacionales sino también a las de otras jurisdicciones respecto 
de las cuales sería imposible su identificación. Asimismo, las aclaraciones o 
interpretaciones sobre aspectos concretos de la Ley como el señalado podrán 
realizarse mediante la presentación de consultas vinculantes a la Dirección 
General de Tributos36 o mediante resoluciones aclaratorias o interpretativas 

dictadas por el titular de la Dirección General de Tributos, tal como señala 
expresamente el apartado segundo de la disposición final vigésima primera de 
la Ley 7/202437. 

El ámbito subjetivo del Impuesto es coincidente, como no podía ser de otra 
forma, con el fijado en la Directiva 2022/2523, incluyéndose no sólo los grupos 
multinacionales de gran magnitud sino también los grupos domésticos. En 
consecuencia, no sólo se incluyen grupos cuya presencia se circunscriba a una 
única jurisdicción sino también a aquellos que operan en un plano internacional, 
cumpliendo esto como mínimo cuando una entidad posee una filial o un 
establecimiento permanente en una jurisdicción distinta de aquella en la que 
radica.  

La definición de grupo se configura en torno al concepto de control. El control no 
se define en términos propios, sino que se remite a su calificación según lo 
previsto en la norma de contabilidad según la cual se formulen los estados 
financieros consolidados, siempre que sea aceptable. Asimismo, tendrá la 
consideración de grupo el formado, al menos, por una entidad y un 
establecimiento permanente.  

Por último, se exige tanto el cumplimiento de un requisito cuantitativo como 
temporal: alcanzar un importe neto de la cifra de negocios consolidada mínima 
de 750 millones de euros en, al menos, dos de los cuatro periodos impositivos 
inmediatamente anteriores al inicio del periodo impositivo en curso. Por un lado, 
este diseño del ámbito subjetivo trata de facilitar su aplicación al fijar el mismo 
umbral del importe neto de la cifra de negocios consolidada que el exigido para 
la presentación del informe país por país38.  

Asimismo, con el objetivo de no sujetar al Impuesto a aquellos grupos que, de 
forma aislada, en un periodo impositivo alcancen el umbral de los 750 millones, 
éste se pone en relación con su cumplimiento en un periodo temporal 
determinado. Con este diseño no sólo se pretende incluir a los grupos que 
cumplan el citado umbral con cierta estabilidad, sino que también supone que en 

 
36 Véase artículos 88 y 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
37 “Se habilita a la persona titular de la Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda para 

dictar, conforme al artículo 12.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, disposiciones 

interpretativas o aclaratorias de esta ley, que podrán recoger, en su caso, los criterios interpretativos 

derivados de los Comentarios, Guías Administrativas y demás principios o criterios elaborados y 

públicamente divulgados por la OCDE o por la Unión Europea.” 
38 Incorporado en nuestro ordenamiento jurídico en 2015, en el artículo 14 del Real Decreto 634/2015, de 

10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades. 
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la fecha de inicio de cada periodo impositivo tengan conocimiento sobre si están 
sujetos o no al Impuesto Complementario39.  

El hecho de que la sujeción al impuesto no se vincule estrictamente a tener una 
forma jurídica determinada o al hecho de ser un grupo multinacional o doméstico, 
sino también a alcanzar un importe mínimo de cifra de negocios consolidado, 
supone que haya grupos que estén entrando y saliendo del ámbito de aplicación 
del Impuesto, cuya sujeción al Impuesto es discontinua en el tiempo.  

Las reglas de sujeción al impuesto complementario son dos, la regla de inclusión 
de rentas y la regla de beneficios insuficientemente gravados. En las Normas 
modelo se regulan en los artículos 2.1 a 2.6, ambos inclusive. Por su parte, en la 
Directiva tales reglas se prevén en su Capítulo II, artículos 5 a 14. Por su parte, 
en la Ley 7/2024 no encontramos artículos específicos que regulen las reglas, 
sino que se utiliza el artículo correspondiente a los contribuyentes, necesario en 
la configuración del tributo, para definirlos y, a su vez, incluir las reglas. 

En primer lugar, el artículo 6, en su primer apartado, califica como contribuyentes 
del Impuesto Complementario a todas las entidades constitutivas del grupo, 
multinacional o nacional de gran magnitud, que cumplan el umbral fijado en la 
norma, que radiquen en España. A su vez los apartados 2, 3 y 4 especifican en 
virtud de cuál de las modalidades del Impuesto (impuesto complementario 
nacional, impuesto complementario primario o impuesto complementario 
secundario) la entidad constitutiva es contribuyente. Cada una de las 
modalidades no excluye a las otras, pudiendo darse situaciones en las que una 
entidad constitutiva sea contribuyente por una, dos o incluso las tres 
expresiones, siempre que cumpla las circunstancias para ello.  

Con carácter general, hay una identidad entre el sujeto pasivo y el contribuyente 
del Impuesto. No obstante, la Ley 7/2024 introduce la figura del sustituto del 
contribuyente40 de manera que siempre que haya, al menos, dos contribuyentes 

del mismo grupo, uno de ellos será sustituto del otro. Así, una de las entidades 
constitutivas ubicadas en España será, además de contribuyente en virtud de 
alguno o algunos de los apartados del artículo 6, sustituto del resto de 
contribuyentes del grupo.  

La Ley no permite que el grupo determine discrecionalmente cuál de los 
contribuyentes tendrá, además, la consideración de sustituto. Al contrario, fija un 
orden de prelación descendente para atribuir tal condición. En primer lugar, será 
la entidad matriz última del grupo cuando radique en territorio español y no sea 
una entidad excluida. En su defecto, se atribuye la condición de sustituto a otra 
entidad matriz, distinta de la entidad matriz última. Cuando haya varias entidades 
matrices intermedias y/o parcialmente participadas, será sustituto del resto de 
contribuyentes aquella cuyo valor neto contable de los activos materiales sea el 
mayor en el periodo impositivo, respecto de las demás entidades matrices. Por 

 
39 Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Consolidated 

Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules (2025): Inclusive Framework on BEPS, página 

19, párrafo 6.  
40 De conformidad con el artículo 36.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria: “Es 

sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir 

la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma. 

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que 

la ley señale otra cosa.” 
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último, cuando no haya en España ninguna entidad matriz, será aquella entidad 
constitutiva no excluida, distinta de una entidad matriz, que radique en territorio 
español y cuyo valor neto contable de los activos materiales sea el mayor entre 
el resto de las entidades constitutivas del grupo.  

De lo anterior se desprende que, sin perjuicio de la prevalencia que se da a la 
entidad matriz última, resulta indiferente ostentar la condición de entidad matriz 
intermedia o entidad matriz parcialmente participada para encontrarse en el 
segundo orden de prelación. Al contrario, se atiende a un criterio de materialidad, 
medida en función del valor neto contable de los activos materiales de cada 
entidad. Asimismo, la elección en la norma de atender al mayor valor neto 
contable de los activos materiales no supone un incremento de los costes de 
cumplimiento de los contribuyentes, al ser una variable que ya deben tener 
calculada al resultar necesaria para la aplicación de la exclusión de rentas 
vinculada a la sustancia económica. Por último, se señala que el resto de los 
contribuyentes responderán solidariamente del pago de todas las deudas 
tributarias de las entidades de dicho grupo.  

Hay determinadas entidades del grupo que son excluidas de la aplicación de la 
Ley, siendo un listado taxativo y coincidente con lo previsto en las Normas 
modelo de la OCDE y en la Directiva. Las implicaciones de ser considerada como 
entidad excluida son que ni la regla de inclusión de rentas ni la de beneficios 
insuficientemente gravados se aplicarán a estas entidades; las magnitudes de 
estas entidades (como, por ejemplo, sus rentas o impuestos cubiertos) no se 
tendrán en cuenta a la hora de realizar los cálculos del impuesto complementario 
y, por último, ni tiene la obligación de presentar la declaración informativa41. No 

obstante, el importe neto de la cifra de negocios de las entidades excluidas sí 
que debe tenerse en cuenta a efectos de calcular el umbral de sujeción al 
impuesto de alcanzar 750 millones de euros42.   

Uno de los elementos característicos del Impuesto Complementario es que, 
salvo excepciones, el cálculo del tipo impositivo efectivo se realiza en términos 
jurisdiccionales y no por cada una de las entidades constitutivas. Esta 
circunstancia justifica la importancia de situar a cada entidad constitutiva en una 
jurisdicción. En este sentido, el artículo 7 de la Ley a la hora de determinar la 
localización de las entidades constitutivas distingue criterios de localización para 
establecimientos permanentes, entidades transparentes y entidades 
constitutivas distintas de las anteriores.  

Por otro lado, la lectura del artículo 7 lleva a la posibilidad de que existan 
entidades constitutivas y establecimientos permanentes sin residencia. Se 
consideran entidades sin residencia aquellas que sean entidades transparentes 
y no ostenten la condición de entidad matriz última. Respecto a los 
establecimientos permanentes, serán considerados sin residencia los que 
cumplan la definición prevista en la letra d) del punto 19 del artículo 5 de la Ley. 
La principal consecuencia de ser considerada como una entidad sin residencia 

 
41 Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Consolidated 

Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules (2025): Inclusive Framework on BEPS, página 

27, párrafo 37.  
42  Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Consolidated 

Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules (2025): Inclusive Framework on BEPS, páginas 

27-28. 
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es que los cálculos del Impuesto se realizan individualmente para esa entidad 
como, por ejemplo, el cálculo del tipo impositivo efectivo, lo que supone una 
excepción a su determinación general.  

Por último, el artículo 7 regula el tratamiento aplicable al supuesto en el que una 
entidad constitutiva cambie de localización en un periodo impositivo, 
considerándose radicada en la jurisdicción en donde estuviera al inicio del 
periodo impositivo. De aplicarse este supuesto, todas las magnitudes de la 
entidad constitutiva se tendrán en cuenta en la jurisdicción en la que radicaba al 
inicio del periodo impositivo, lo que puede suponer que eso incluya impuestos 
devengados y pagados en la jurisdicción a la que haya cambiado su localización.  

Como se ha señalado anteriormente, el elemento fundamental que determina el 
devengo del Impuesto Complementario es el hecho de que existan entidades 
constitutivas que radiquen en jurisdicciones de baja tributación, cuando en dicha 
jurisdicción se obtengan ganancias admisibles netas. En consecuencia, resulta 
esencial definir qué se entiende por baja tributación, produciéndose dicha 
circunstancia cuando la tributación efectiva de una jurisdicción sea inferior al tipo 
mínimo acordado del 15 por ciento.  

No obstante, lo anterior, el cálculo del tipo efectivo de gravamen también ha sido 
objeto de regulación, debiendo realizarse en los términos acordados 
internacionalmente. Así, el tipo impositivo efectivo de una jurisdicción será el 
resultado del cociente de los impuestos cubiertos ajustados y las ganancias 
admisibles, en ambos casos de la jurisdicción que corresponda. 

El numerador de la fracción anterior lo conforman los denominados impuestos 
cubiertos ajustados. El cálculo de los impuestos cubiertos ajustados tiene como 
punto de partida los impuestos cubiertos de todas las entidades constitutivas de 
la jurisdicción, es decir, aquellos impuestos considerados por la norma a efectos 
del cálculo de la tributación efectiva43. En el caso de nuestro ordenamiento 

jurídico, el impuesto por excelencia sería el Impuesto sobre Sociedades. En este 
sentido, el artículo 15 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades ha sido modificado para negar la deducibilidad del gasto por 
Impuesto Complementario ni para considerar ingresos los derivados de su 
contabilización44.  

Una vez superado este primer paso, se realizarán los ajustes previstos en la Ley, 
cuyo principio básico es mantener la coherencia entre el numerador y el 
denominador45. Así, se excluirán aquellos impuestos que graven rentas que no 

formen parte de las ganancias admisibles netas de la jurisdicción. Asimismo, 
deberán tenerse en cuenta el importe total del ajuste por impuesto diferido, cuyo 
cálculo parte del importe correspondiente registrado en los estados financieros 
salvo que resulte de aplicación la disposición transitoria primera de la Ley. Sobre 
dicho importe se deberán practicar los ajustes expresamente previstos. Por 
último, el artículo 20 regula ciertos supuestos en los que los impuestos 
contabilizados en sede de una entidad se atribuyen específicamente a otra 
entidad por aplicación del mencionado precepto. Estas reglas afectan a 

 
43 Véase artículo 16 de la Ley. 
44 El artículo 15 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, ha sido modificado 

por la disposición final sexta de la Ley 7/2024, con efectos para los periodos impositivos que se inicien a 

partir de 1 de enero de 2024.  
45 Véase artículo 17 de la Ley.  
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establecimientos permanentes, entidades sometidas a un régimen fiscal de 
sociedades controladas, entidades híbridas, o a entidades constitutivas que 
realizan distribuciones46.  

Por otro lado, el denominador está formado por las ganancias admisibles netas 
de la jurisdicción, es decir, el importe positivo resultante de agregar las ganancias 
y pérdidas admisibles de todas las entidades constitutivas de la jurisdicción.  

Las ganancias o pérdidas admisibles de cada entidad constitutiva parten del 
resultado contable de la misma, antes de realizar cualquier ajuste de 
consolidación por operaciones intragrupo, siempre que esté homogeneizado con 
la norma contable aceptable o autorizada utilizada en la elaboración de los 
estados contables consolidados de la entidad matriz última. En su defecto, 
cuando el resultado contable de la entidad constitutiva no se pueda determinar 
de manera razonable de conformidad con lo anterior, se permite la utilización de 
otra norma de contabilidad aceptable o autorizada, cumpliendo determinados 
requisitos47. Sentado lo anterior y de manera análoga a lo previsto para los 

impuestos cubiertos, será necesario realizar los ajustes previstos en el artículo 
10 de la Ley sobre dicho resultado contable.  

Por su parte, el artículo 11 de la Ley excluye de la determinación de las ganancias 
o pérdidas admisibles aquella parte de la renta que se corresponda con el 
importe derivado de dicho precepto, al corresponderse con renta derivada del 
transporte marítimo internacional. Asimismo, se regulan reglas especiales en los 
artículos 12 y 13 de la Ley, tanto para establecimientos permanentes como para 
entidades transparentes, en las que se altera el resultado contable de dichas 
entidades para atribuírselo a otras, a efectos de la determinación de las 
ganancias o pérdidas admisibles.  

La base imponible del Impuesto, en términos jurisdiccionales, será el resultado 
de minorar las ganancias admisibles netas de la jurisdicción en la exclusión de 
rentas vinculada a la sustancia a que se refiere el artículo 14 de la Ley. Esta 
exclusión de rentas funciona como una reducción en términos de base. La 
exclusión tiene como objetivo no gravar parte de la base imponible en la cuantía 
fijada en la norma, la cual se determina atendiendo a criterios relativos a la 
presencia del grupo en una determinada jurisdicción48.  

Ulteriormente, la base imponible de la jurisdicción deberá atribuirse a cada una 
de las entidades constitutivas con ganancias admisibles en la jurisdicción, 
atendiendo a la proporción que represente su ganancia admisible respecto del 
total de ganancias admisibles de la jurisdicción. 

La determinación del tipo impositivo efectivo sigue el fundamento básico fijado 
en los acuerdos internacionales que, salvo las excepciones previstas, se 
realizará por jurisdicción y es el resultado del cociente entre los impuestos 
cubiertos ajustados y las ganancias admisibles netas de las entidades 
constitutivas de la jurisdicción. No obstante, el hecho de establecer el tipo de 

 
46 Asimismo, habría que tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley en el que se regula la 

incidencia en el cálculo de los impuestos cubiertos de posibles ajustes en los mismos que se realicen con 

posterioridad a la declaración del impuesto, así como los relacionados con variaciones en los tipos 

impositivos.  
47 Véase artículo 9.2 de la Ley.  
48 Véase artículo 14 y disposición transitoria segunda, ambos de la Ley.  
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gravamen de un impuesto en términos jurisdiccionales es un elemento, hasta 
ahora, extraño en nuestro ordenamiento jurídico.  

Consecuencia de lo anterior, parece que es el artículo 23 de la Ley el que 
individualiza ese tipo impositivo jurisdicción para cada uno de los contribuyentes 
del artículo 6.1 de la Ley, aunque será coincidente con el calculado para todas 
las entidades constitutivas de su mismo grupo que radiquen en jurisdicción 
española49. Así, el tipo impositivo de cada uno de los contribuyentes del artículo 

6.1 será la diferencia positiva entre el 15 por ciento y el tipo impositivo de la 
jurisdicción.  

Una de las consecuencias de la estructuración del Impuesto Complementario 
como un único impuesto manifestado en distintas expresiones es la 
configuración de la cuota tributaria. Así, ésta será el resultado de adicionar la 
cuota del impuesto complementario nacional, la cuota del impuesto 
complementario primario, la cuota del impuesto complementario secundario. En 
su caso, deberá minorarse en aquella cuota del impuesto complementario 
nacional admisible que no tenga la consideración de puerto seguro y en el 
importe del impuesto complementario adicional, si procede50.  

La cuota del Impuesto Complementario en el territorio español únicamente se 
atribuye a aquellas entidades constitutivas que obtengan ganancias admisibles 
en función de la proporción que estas representen sobre la totalidad de 
ganancias admisibles de todas las entidades constitutivas en territorio español51. 

Así, a pesar de que las pérdidas admisibles de las entidades constitutivas se 
tengan en cuenta a la hora de calcular el importe del impuesto complementario, 
las entidades que las obtengan no serán destinatarias del reparto del impuesto 
complementario entre las distintas entidades constitutivas que radiquen en 
España.   

Por último, hay que destacar que, en la medida hay aspectos en los que pueden 
influir impuestos pagados en otras jurisdicciones en una moneda distinta al euro, 
la Ley regula como regla de conversión la utilización del tipo de cambio vigente 
en la fecha de pago del impuesto que corresponda o el último día del plazo para 
la presentación de la autoliquidación del Impuesto Complementario, si fuera 
posterior.  

Dentro de la terminología de los impuestos complementarios nacionales se debe 
distinguir entre impuesto complementario nacional, aquel configurado en la 
propia Ley 7/2024, e impuesto complementario nacional admisible, entendiendo 
como tal a aquel que ha sido establecido por otras jurisdicciones. Este último 
tiene dos modalidades según si ha sido calificado o no como puerto seguro.  

El impuesto complementario nacional introducido en el artículo 25 de la Ley 
7/2024 es el resultado de la opción dada a la jurisdicción española para adoptarlo 
y así sustituir la obligación de aplicar una regla de inclusión de rentas en el ámbito 
interno, tal como exige la Directiva52.  

 
49 Salvo para aquellas entidades radicadas en territorio español cuyo tipo impositivo efectivo deba calcularse 

en términos individuales.  
50 Véase artículo 24 de la Ley. 
51 Véase artículo 24.5 de la Ley. 
52 Véase artículos 5.2, 6.2, 7.2 y 8.2 de la Directiva 2022/2523. 
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La estructura del impuesto complementario nacional es análoga a la del impuesto 
complementario, ya sea exigido por la regla de inclusión de rentas o de 
beneficios insuficientemente gravados, salvo las especialidades expresamente 
previstas que resulten aplicables al mismo. Así, se parte de la idea de que hay 
un único impuesto, consecuencia de no alcanzar la tributación mínima exigida, 
que puede ser recaudado utilizando distintas vías. Asimismo, a diferencia de la 
regla de inclusión de rentas, se grava a cada entidad por la totalidad de su base 
imponible, con independencia del porcentaje de participación que posea el grupo 
sobre ella.  

La base imponible del impuesto complementario nacional sigue la misma 
mecánica que en el impuesto complementario, esto es, de parte de las normas 
contables, aceptables o autorizadas, utilizadas en la elaboración de los estados 
financieros consolidados de la entidad matriz última. No obstante, cuando esto 
no permita una individualización razonable del resultado contable de la entidad 
constitutivas, se utilizarán las normas contables autorizadas en territorio español, 
siempre que hayan sido utilizadas por la entidad constitutiva en la elaboración 
de sus cuentas financieras53.  

Por su parte, el apartado 3 del artículo 25 introduce especialidades a la hora de 
calcular el impuesto complementario nacional, en concreto, alterando las reglas 
de atribución específica de los impuestos cubiertos soportados por determinadas 
entidades constitutivas. En este sentido, estas modificaciones resultan 
indispensables para que el impuesto complementario nacional adoptado por una 
jurisdicción pueda alcanzar la consideración de puerto seguro54. En concreto, 

no se tendrán en cuenta a efectos del cálculo del tipo impositivo efectivo del 
territorio español: los impuestos cubiertos de los titulares de una participación 
sometida a un régimen fiscal de sociedades financieras controladas atribuidos a 
la entidad constitutiva situada en España; los impuestos cubiertos de una entidad 
principal atribuidos a un establecimiento en España; los impuestos cubiertos del 
titular de una entidad híbrida, atribuidos a esta última entidad; y, por último, los 
impuestos cubiertos atribuidos del titular de participaciones en una entidad que 
realice distribuciones, cuando se hayan atribuido a esta última entidad radicada 
en España, salvo que se trate de retenciones sobre dichas distribuciones55.  

Otra de las particularidades se regula en el artículo 25.4 en el que se excluye56 

a las entidades o mecanismos de titulización del pago de la cuota que les 
corresponda por aplicación del impuesto complementario nacional, atribuyendo 
dicha obligación al resto de entidades constitutivas en España57. Hay que 

señalar que esta regla no altera el ámbito subjetivo de aplicación del impuesto, 
ya que las entidades o mecanismos de titulización generan impuesto 

 
53 Véase artículo 25.2 de la Ley. 
54 Véase OECD (2023). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Administrative 

Guidance on the Global Anti-Base Erosion Model Rules (Pillar Two), July 2023, página 83, párrafos 30-

32. 
55 Coincidente con las exigencias de la OCDE para que un impuesto complementario nacional admisible 

sea calificado como un puerto seguro. Véase OECD (2023). Tax Challenges Arising from the Digitalisation 

of the Economy – Administrative Guidance on the Global Anti-Base Erosion Model Rules (Pillar Two), July 

2023, página 83, párrafos 30-32. 
56 Salvo que no existan otras entidades constitutivas del grupo en territorio español que obtengan ganancias 

admisibles en el periodo impositivo, de conformidad con el apartado 4 del artículo 25 de la Ley.  
57 La opción de excluir a las entidades o vehículos de titulización se permite por la OCDE. Véase OECD 

(2024), páginas 142-144, párrafos 18-25. 
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complementario nacional cuando España sea considerada de baja tributación y 
la consecuencia es que su cuota deben pagarla otras entidades del grupo, lo 
cual es una cuestión puramente doméstica.  

Respecto al hecho de que el grupo soporte en otras jurisdicciones un impuesto 
complementario nacional admisible o un impuesto complementario nacional 
admisible calificado como puerto seguro, tiene incidencia la cual se manifiesta 
en términos de cuota. La diferencia entre ambos es que, en el caso del primero, 
reducirá la cuota del Impuesto Complementario que corresponda y, en el 
segundo caso, directamente se considerará alcanzada la tributación mínima 
exigida con el impuesto calificado como puerto seguro.  

En cuanto a la regla de inclusión de rentas, dentro del articulado de la Ley 7/2024 
no hay un precepto específico sobre el funcionamiento de dicha regla, al 
contrario que en la Directiva y en las Normas modelo. En este sentido, el 
legislador ha optado por utilizar el artículo destinado a la definición de los 
contribuyentes por esta modalidad, necesario en la configuración del impuesto, 
para fijar cuál de las entidades matrices tiene la obligación de aplicar la regla de 
inclusión de rentas, en términos idénticos a la Directiva. La atribución del 
impuesto complementario primario y las normas de compensación se regulan, 
respectivamente, en los artículos 26 y 27 de la Ley. Este último precepto tiene 
por objeto eliminar la doble imposición en aquellos casos en los que haya más 
de una entidad matriz obligada a aplicar la regla de inclusión de rentas utilizando 
un mecanismo de deducción de aquella cuota que haya sido satisfecha por otra 
entidad matriz cuando corresponda a la misma entidad constitutiva sobre la que 
se participa indirectamente.  

Respecto a la obligación de aplicar la regla de beneficios insuficientemente 
gravados, siguiendo lo dispuesto en la Directiva y en las Normas modelo, les 
corresponde a todas las entidades constitutivas que radiquen en territorios que 
hayan incorporado esta regla, con independencia de que ostenten o no la figura 
de entidad matriz.  

La atribución del importe derivado de la aplicación de la regla de beneficios 
insuficientemente gravados se realiza entre todas aquellas jurisdicciones en las 
que el grupo tenga presencia, siempre que hayan adoptado las reglas, utilizando 
como criterios de reparto el número de empleados y el valor total de los activos 
materiales58. En este sentido, la normativa española ha optado porque el 

impuesto complementario secundario sea exigido en forma de cuota tributaria 
adicional y no en forma de denegación de la deducibilidad de un gasto. 
Adicionalmente, la norma española va un paso más allá y, en el apartado 10 del 
artículo 29, distribuye entre las distintas entidades constitutivas en España el 
importe de dicho impuesto atribuido al territorio español. Siguiendo la misma 
filosofía que la expresada en el impuesto complementario nacional, se excluye 
de dicha atribución a las entidades o mecanismos de titulización salvo que estos 
sean las únicas entidades constitutivas del grupo, radicadas en territorio español.  

 
58 El apartado 5 del artículo 29 de la Ley señala cómo debe calcularse el porcentaje de atribución del 

impuesto complementario derivado de la regla de beneficios insuficientemente gravados al territorio 

español. Dicho porcentaje se calcula como la suma del 50 por ciento del cociente entre el número de 

empleados en España respecto del número de empleados de todas las jurisdicciones que hayan 

implementado la regla, más el 50 por ciento del cociente entre el valor total de los activos materiales en 

España respecto del total de activos materiales en todas las jurisdicciones que cuenten con la regla de 

beneficios insuficientemente gravados,  
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Por otro lado, el artículo 30 de la Ley regula el denominado impuesto 
complementario adicional, siendo aquel que deriva de un ajuste en los impuestos 
cubiertos o en las ganancias o pérdidas admisibles59 de un periodo impositivo 

anterior que implique un recálculo del tipo impositivo efectivo. En el supuesto de 
que los anteriores cálculos resulten en un importe del Impuesto Complementario 
del periodo impositivo anterior superior, se considerará como impuesto 
complementario adicional del periodo en el que se efectúa el nuevo cálculo.  

El periodo impositivo del Impuesto Complementario se define en relación con el 
ejercicio económico según el cual la entidad matriz última elabora los estados 
financieros consolidados. En defecto de dichos estados consolidados, será el 
año natural. Así, con independencia de que el ejercicio económico de la entidad 
constitutiva no sea coincidente, a efectos contables, con el ejercicio económico 
de la entidad matriz última, la Ley sí que exige que el periodo impositivo de todas 
las entidades del grupo sea idéntico al vincularlo al ejercicio económico de la 
entidad matriz última. Respecto al devengo del Impuesto Complementario, se 
producirá el último día del periodo impositivo.  

El artículo 33 de la Ley regula un supuesto de no exigibilidad del Impuesto, la 
exclusión de mínimis. Esta exclusión facultativa es ejercitada por la entidad 
constitutiva declarante, en términos anuales y jurisdiccionales. El resultado es 
que el impuesto complementario de la jurisdicción que aplique la exclusión de 
minimis será cero. Para ello, tendrá que cumplir dos condiciones acumulativas: 
que la media, del periodo impositivo en curso y los dos anterior, de los ingresos 
admisibles de todas las entidades constitutivas situadas en esa jurisdicción no 
alcance el importe de 10 millones de euros; y, que la media de las ganancias o 
pérdidas admisibles del periodo impositivo y los dos anteriores, o bien sea una 
pérdida o sea un beneficio inferior a 1 millón de euros. La OCDE fundamenta la 
existencia de esta exclusión en que el importe del impuesto complementario 
resultante, de no ser aplicable este artículo, no justifica los costes de 
cumplimiento y administrativos inherentes al cálculo del impuesto 
complementario60.  

A título enunciativo se señala que el Título X de la Ley regula un conjunto de 
regímenes especiales: para operaciones de reestructuración y negocios 
conjuntos (artículos 35 a 39); regímenes de neutralidad y de distribución 
(artículos 40 a 42); regímenes aplicables a entidades de inversión y entidades 
de inversión en seguros (artículos 43 a 45); y, por último, el previsto para 
entidades constitutivas de propiedad minoritaria, artículo 46. No obstante, por las 
especialidades innatas de dichos regímenes no se entra a analizar su contenido 
sino que únicamente se advierte de su existencia.   

La obligación formal por excelencia tanto en las Normas modelo, como en la 
Directiva y en la Ley 7/2024, es la presentación de una declaración informativa, 
configurada como obligación autónoma a aquella que exija cada jurisdicción para 
efectuar, en su caso, el pago del impuesto complementario. La declaración 
informativa se ha diseñado de forma que contenga toda la información necesaria 

 
59 El artículo 30 fija como presupuestos en los que se producen los citados ajustes aquellos que corresponden 

por aplicar el artículo 10.7, 18.7, 21.1, 21.4, 30.5 y 42.2 de la Ley.  
60 Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Consolidated 

Commentary to the Global Anti-Base Erosion Model Rules (2025): Inclusive Framework on BEPS, página 

74, página 129.  



23 
 

para que la administración tributaria correspondiente pueda efectuar una 
correcta evaluación de riesgos sobre el cumplimiento del impuesto 
complementario, sin que esto suponga costes de cumplimiento excesivos para 
los contribuyentes obligados a su presentación. 

El artículo 47 de la Ley regula los aspectos básicos de esta declaración 
informativa en los mismos términos que lo acordado internacionalmente. En 
primer lugar, la obligación principal de presentación le corresponde a cada una 
de las entidades constitutivas del grupo que radique en territorio español. No 
obstante, con el objetivo de reducir tanto los costes de cumplimiento como los 
costes administrativos, se dispensa de dicha obligación a la entidad constitutiva 
cuando la declaración informativa haya sido presentada por la entidad matriz 
última del grupo o por otra entidad constitutiva designada por el grupo para 
presentar la declaración informativa por cuenta de otras entidades constitutivas. 
Para ello, es necesario que la declaración incluya a la entidad constitutiva 
radicada en territorio español a la que se ha permitido no presentarla y siempre 
que la entidad constitutiva que presente la declaración informativa radique en 
una jurisdicción que tenga un acuerdo de intercambio de información en vigor 
con el Reino de España. En este caso, la entidad constitutiva situada en España 
deberá comunicar a la Administración tributaria la identificación y país de 
residencia de la entidad que presente la declaración informativa.  

Respecto a los plazos para presentar la declaración informativa hay que 
distinguir entre el plazo general y aquel que se ha previsto de manera 
excepcional para el primer periodo de aplicación del Impuesto.  

Con carácter general, la declaración informativa se presentará en el plazo de 15 
meses desde la finalización del periodo impositivo61, el cual es el mismo para 

todas las entidades constitutivas del grupo. Así, aquellos grupos cuyo periodo 
impositivo coincida con el año natural y que hayan estado sujetos en periodos 
impositivos anteriores al Impuesto Complementario, deberán presentar la 
declaración informativa relativa al ejercicio 2025, como máximo el 31 de marzo 
de 2027.  

Por su parte, el plazo de presentación de la informativa correspondiente al 
periodo impositivo de transición62 será de 18 meses, en lugar de los 15 meses 

fijados con carácter general. Lo que implica que aquel grupo cuyo periodo 
impositivo coincida con el año natural, y esté sujeto a las reglas desde su primer 
ejercicio de aplicación, deberá presentar la declaración informativa del periodo 
impositivo 2024 hasta el 30 de junio de 2026 

Respecto al régimen sancionador, la Ley sólo regula un régimen sancionador 
específico para la falta de presentación en plazo de la declaración informativa o 
su presentación, pero de forma incompleta, inexacta o con datos falsos. Este 
régimen sancionador es objeto de desarrollo en el Reglamento del Impuesto 

 
61 Véase artículo 47.6 de la Ley.  
62 La disposición transitoria primera de la Ley define el periodo de transición como “el primer periodo 

impositivo en el que los contribuyentes a que se refiere el artículo 6 de esta ley deban aplicar por primera 

vez lo previsto en ella en relación con cada jurisdicción. 

Sin perjuicio de lo anterior, se entenderá por periodo impositivo de transición el primer periodo en el que 

en la jurisdicción correspondiente no resulte de aplicación lo establecido en la disposición transitoria 

cuarta de esta ley.”. 
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Complementario63, en particular, concretando qué elementos de la declaración 

informativa tienen la consideración de dato o de conjunto de datos, a efectos de 
aplicar la sanción que corresponda.  

De lo anterior se desprende que, en la medida que la Ley guarda silencio 
respecto al régimen sancionador relativo a la presentación de la declaración 
tributaria, resultará de aplicación el régimen sancionador general que 
corresponda según la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en 
adelante, Ley General Tributaria).  

Asimismo, hay que hacer referencia a que en el seno de la OCDE se acordó que 
durante el periodo impositivo de transición no se impusiesen sanciones cuando 
se considerase que el contribuyente hubiera adoptado medidas razonables para 
garantizar la aplicación de las normas GloBE, esto es, cuando el contribuyente 
haya actuado de buena fe al aplicar las normas64. En este sentido, la Ley no 

incorpora específicamente esta previsión en su articulado ya que resulta de 
aplicación general en nuestro ordenamiento jurídico, y no sólo para el periodo 
transitorio, al ser un principio general en el derecho sancionador tributario. Así, 
el artículo 183 de la Ley General Tributaria sólo define como infracciones 
aquellas acciones u omisiones dolosas o culposas por cualquier grado de 
negligencia y el artículo 179.2 de la misma ley que especifica las causas de 
exoneración de la responsabilidad en materia de infracciones tributarias65. En 

concreto, la letra d) del artículo 179.266 concreta que no se producirá el 

nacimiento de una infracción tributaria cuando se haya puesto la diligencia 
necesaria para su cumplimiento.  

La declaración informativa, tal como se ha señalado anteriormente, es objeto de 
regulación en las Normas modelo y, en consecuencia, su contenido y plazos de 
presentación serán idénticos para todas aquellas jurisdicciones que hayan 
decidido aplicar las Normas modelo. No obstante, lo anterior, la declaración 
tributaria o el equivalente que exija cada jurisdicción es una cuestión puramente 
doméstica. En el caso de la normativa española, se fija el plazo de 25 días 
naturales siguientes a la conclusión del plazo de la declaración informativa, el 
cual será de quince o dieciocho meses posteriores a la conclusión del periodo 
impositivo, según resulte de aplicación el artículo 47.6 de la Ley o su disposición 
transitoria quinta.  

 
63 Véase artículo 31 del Real Decreto 252/2025, de 1 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del 

Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud. 
64 Véase OECD (2022). Safe Harbours and Penalty Relief: Global Anti-Base Erosion Rules (Pillar Two), 

páginas 12 y 13. 
65 Véase CALVO VÉRGEZ (2011). 
66 “d) Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

Entre otros supuestos, se entenderá que se ha puesto la diligencia necesaria cuando el obligado haya 

actuado amparándose en una interpretación razonable de la norma o cuando el obligado tributario haya 

ajustado su actuación a los criterios manifestados por la Administración Tributaria competente en las 

publicaciones y comunicaciones escritas a las que se refieren los artículos 86 y 87 de esta Ley. Tampoco 

se exigirá esta responsabilidad si el obligado tributario ajusta su actuación a los criterios manifestados 

por la Administración en la contestación a una consulta formulada por otro obligado, siempre que entre 

sus circunstancias y las mencionadas en la contestación a la consulta exista una igualdad sustancial que 

permita entender aplicables dichos criterios y éstos no hayan sido modificados.” 
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En relación con el plazo durante el cual se pueden realizar las actuaciones en un 
procedimiento de inspección que tenga por objeto el Impuesto Complementario, 
éste será de 27 meses, de conformidad con el artículo 150.1. 3º de la LGT67.  

El artículo 53 de la Ley atribuye a la Administración facultades no sólo para 
determinar la base imponible del Impuesto Complementario, sino el resto de sus 
elementos aplicando las normas contables a que se refiere el artículo 9 de la Ley. 
En este punto, se pone de manifiesto, pese a la atribución de competencias a la 
Administración, la dificultad de aplicar unas normas contables que pueden ser 
ajenas a las normas aplicables en territorio español. Esta situación sucederá, por 
ejemplo, cuando se determine la base imponible utilizando las normas contables 
de formulación de los estados financieros consolidados correspondientes a la 
entidad matriz última y ésta, radique fuera del territorio español. 

La Ley del Impuesto Complementario regula en su articulado la aplicación de 
algunos puertos seguros y también remite, en los mismos términos que la 
Directiva, a aquellos que puedan desarrollarse en el futuro. Atendiendo a la 
filosofía de que es necesario reducir los cálculos y simplificar la aplicación del 
Impuesto en aquellos casos en los que se estima que los riesgos son bajos, se 
configuran supuestos que, de cumplirse, evitan la necesidad de calcular el 
Impuesto conforme a su mecánica general. Asimismo, suponen que se considera 
alcanzada la tributación mínima exigida.  

Hasta el momento, el único puerto seguro permanente acordado es el 
correspondiente a aquel impuesto complementario nacional admisible que, 
además, cumple las condiciones para ser puerto seguro. En primer lugar, la 
calificación de un impuesto complementario nacional admisible como tal es una 
cuestión que debe ser acordada en el ámbito del Marco Inclusivo de la OCDE y 
el G20 a través de un procedimiento de revisión, denominado en inglés como 
peer review68. En segundo lugar, respecto a sus implicaciones, con el impuesto 

complementario nacional al que estén sujetas las entidades constitutivas se 
alcanza la tributación mínima exigida. Esta consecuencia se regula en el artículo 
34.2 de la Ley 7/2024, según el cual será cero el impuesto complementario 
primario que corresponda a entidades constitutivas radicadas en una jurisdicción 
que exija a las mismas un impuesto complementario nacional admisible, 
calificado como puerto seguro. El listado de legislaciones nacionales que 
cumplen la consideración de puerto seguro se encuentra publicado por la 
OCDE69.  

Por último, señalar que el impuesto complementario nacional regulado en la Ley 
7/2024 ha sido calificado, de manera transitoria, en el ámbito de la OCDE como 
puerto seguro. Tal consideración supone que aquellas entidades constitutivas de 
baja tributación, radicadas en España, tienen la garantía de que ninguna entidad 
del grupo fuera del territorio tendrá que pagar impuesto complementario por su 
defecto de tributación, con la consiguiente reducción de costes de cumplimiento 
para el grupo.  

 
67 El artículo 150 de la Ley General Tributaria ha sido modificado por la disposición final sexta de la Ley 

7/2024, con efectos para los periodos impositivos iniciados a partir de 31 de diciembre de 2023. 
68 Véase OECD (2025). Qualified Status under the Global Minimum Tax – Questions and Answers. 
69 Véase OECD (2025). Tax Challenges Arising from the Digitalisation of the Economy – Administrative 

Guidance on the Global Anti-Base Erosion Model Rules (Pillar Two), Central Record of Legislation with 

Transitional Qualified Status, última versión publicada en el momento de escribir este Capítulo 

correspondiente al mes de marzo de 2025. 
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Un puerto seguro transitorio es el basado en la información país por país, 
previsto en la disposición transitoria cuarta de la Ley. La importancia de este 
puerto seguro radica en que se basa en datos de un documento familiar para los 
grupos multinacionales afectados por el Impuesto Complementario, el informe 
país por país70. Esta circunstancia facilita su aplicación por parte de los 

contribuyentes, sin suponer un incremento desmesurado de los costes de 
cumplimiento.  

El funcionamiento del puerto seguro basado en el informe país por país consiste 
en cumplir una de las tres siguientes condiciones utilizando para ello los datos 
contenidos en dicho informe. En primer lugar, que tanto los ingresos brutos del 
grupo no superen los 10 millones de euros; como que el resultado antes de 
impuestos sobre los beneficios empresariales o aquel de naturaleza idéntica o 
análoga no supere el millón de euros. En segundo lugar, se entenderá cumplido 
cuando el tipo impositivo simplificado de la jurisdicción en el periodo impositivo 
de aplicación sea igual o superior al tipo impositivo simplificado que corresponda 
a dicho periodo. Por último, que el resultado antes de impuestos sobre los 
beneficios empresariales sea inferior o igual a la exclusión de rentas vinculada a 
la sustancia, calculada para esa jurisdicción.  

Asimismo, se regula un puerto seguro temporal para la regla de beneficios 
insuficientemente gravados en la disposición transitoria sexta de la Ley. Así, el 
impuesto que derive de aplicar la regla de beneficios insuficientemente gravados 
será cero para la jurisdicción de la entidad matriz última de un grupo 
multinacional cuando esta última haya estado sujeta a un tipo nominal, como 
mínimo, del 20 por ciento en su impuesto sobre los beneficios en el periodo de 
aplicación de este puerto seguro. El ámbito temporal de aplicación de esta 
disposición son los periodos impositivos, con duración no superior a 12 meses, 
iniciados antes del 31 de diciembre de 2025 y que finalicen antes del 31 de 
diciembre de 2025.  

Por último, la disposición transitoria tercera regula aquellos supuestos en los que, 
en un periodo temporal concreto, no resulta exigible el impuesto complementario 
para los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, por 
iniciar su fase de internacionalización o por entrar por primera vez en el ámbito 
de aplicación del Impuesto, en términos idénticos a lo previsto en el artículo 49 
de la Directiva.  

Respecto al momento temporal en el que el Impuesto despliega sus efectos, 
obviando la aplicación de disposiciones transitorias, el impuesto complementario 
primario y el impuesto complementario nacional tendrán efectos para los 
periodos impositivos que se inicien a partir de 31 de diciembre de 2023. Por su 
parte, con carácter general, el impuesto complementario secundario se aplicará 
en los periodos impositivos que se inicien a partir de 31 de diciembre de 2024.  

3.3 EL REGLAMENTO DEL IMPUESTO COMPLEMENTARIO 

La Ley contiene remisiones a un posterior desarrollo reglamentario, anticipando 
así la existencia de un futuro reglamento del Impuesto. El Reglamento del 
Impuesto Complementario fue aprobado por el Real Decreto 252/2025, de 1 de 

 
70 El informe país por país se encuentra regulado en nuestro ordenamiento jurídico en los artículos 13 y 14 

del Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre 

Sociedades. 
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abril (en adelante, Reglamento del Impuesto Complementario). Los efectos del 
Reglamento del Impuesto Complementario son coincidentes con los de la Ley 
7/2024, esto es, resulta de aplicación a los periodos impositivos que se inicien a 
partir de 31 de diciembre de 2023 o 2024, según las disposiciones de que se 
traten.  

El Reglamento del Impuesto Complementario no sólo desarrolla aquellas 
cuestiones específicas de la Ley en las que se remitía a una regulación posterior, 
sino que también hay otros artículos de la Ley que han sido objeto de desarrollo 
normativo en el mismo. En este contexto, resulta esencial remitirse a la 
exposición de motivos de la Ley y a la disposición final vigésima primera, que 
justifican y motivan estos desarrollos.   

Por un lado, la exposición de motivos señala que: 

“(…) deben tenerse en cuenta, en particular, como criterios interpretativos, 
en el marco del artículo 3.1 del Código Civil, las Normas modelo de la OCDE y 
los criterios derivados de los Comentarios, Guías Administrativas y demás 
principios o criterios elaborados y públicamente divulgados por dicha 
Organización o por la Unión Europea”. 

Por su parte, el apartado 2 de la disposición final vigésima primera, relativo a la 
habilitación atribuida a la persona titular de la Dirección General de Tributos, 
señala que las disposiciones interpretativas o aclaratoria de la Ley pueden ser 
consecuencia de recoger aquellos criterios interpretativos que deriven de la 
OCDE o de la Unión Europea.  

De conformidad con lo anterior, el Reglamento del Impuesto no sólo debe 
entenderse como un instrumento para desarrollar aquellos aspectos, 
principalmente de la declaración informativa del impuesto, ligados a una 
posterior regulación; sino también de regular, determinados criterios derivados 
de la OCDE o la Unión Europea que, o bien el legislador ha considerado que 
deben preverse en una norma de rango reglamentario, o bien que contribuyen a 
incrementar la seguridad jurídica de los contribuyentes.  

Sin perjuicio de que este análisis únicamente señala los aspectos básicos de la 
Ley del Impuesto Complementario, del mismo se puede intuir la dificultad del 
Impuesto a la que se enfrentarán tanto contribuyentes como administraciones. 
Al respecto, en aquellos contribuyentes cuyo periodo impositivo coincida con el 
año natural ya se ha producido el devengo del primer periodo impositivo del 
Impuesto y, en consecuencia, deben estar preparándose para la presentación de 
la declaración informativa, momento en el cual pueden surgir las primeras dudas 
y dificultades de la puesta en práctica de este novedoso impuesto.  
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